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A partir de la expedición del Decreto 066 de 2008, reglamentario de la Ley 
1150 de 2007, se ha formulado un cuestionamiento interesante frente a la 
potestad de la Administración Pública licitante de revocar el acto adminis-
trativo de apertura del procedimiento de selección en cualquier momento 
sobre la base de que los estudios previos del procedimiento de la contratación 
requieren modificaciones sustanciales. Aunque esta norma ya no se encuentre 
vigente, la entidad estatal continúa con la competencia para revocar los actos 
de apertura de la selección.
Con la revocatoria del acto de apertura de selección se configura una 
prerrogativa de la entidad de poder romper con las tratativas de un con-
trato estatal, bajo la justificación de no contar con la documentación previa 
necesaria y adecuada para adelantar la ejecución del contrato, razón por la 
cual el procedimiento de selección de la Administración pierde sentido. Así 
mismo, podría entreverse la pérdida de cualquier derecho que se hubiese 
construido en el interesado u oferente, los cuales, después de una lectura 
detenida de la norma, podría argumentarse que se encuentran sin amparo, 
ya que el ordenamiento contractual nada indica sobre ellos y solo la jurispru-
dencia recientemente ha tenido la oportunidad de pronunciarse al respecto.
Estas dos posiciones llevan a plantear el siguiente cuestionamiento: ¿la 
facultad otorgada a la Administración Pública de revocar el acto de apertura 
del procedimiento de selección una vez advertida la necesidad de realizar 
cambios sustanciales a los estudios previos conduce a un daño antijurídico 
indemnizable de la Administración sobre los interesados u oferentes en 
cualquier etapa del procedimiento de selección?
La problemática planteada tiene plena vigencia en el ordenamiento ju-
rídico colombiano, puesto que no pocas entidades públicas han hecho uso 
de esta potestad, dejando entrever una interesante situación para aquellos 
que efectivamente han adquirido derechos.
El escenario planteado se encuentra dentro de la responsabilidad ex-
tracontractual, ya que aún no se ha suscrito el contrato, y, de manera más 
específica, dentro de la responsabilidad precontractual de la Administración1. 
1 juan carlos expósito vélez. “La responsabilidad precontractual en la actividad contractual del 
Estado”, en iv Jornadas de Derecho Constitucional y Administrativo, Bogotá, Universidad Externado 
de Colombia, 200, pp. 7-792.
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En este caso es procedente la acción de reparación directa2, en la medida en 
que hace referencia a un hecho u omisión en el marco de la actuación admi-
nistrativa, en relación con la indebida elaboración de los estudios previos. 
Sería impreciso demandar la legalidad de la revocación, toda vez que esta es 
una facultad que se encuentra debidamente motivada en el artículo 9 del 
cpaca. Y mucho menos es procedente la acción contractual, en la medida 
en que el contrato no se ha suscrito.
La doctrina nacional se ha preocupado por la revocatoria del acto de 
apertura, pero la mayoría de las veces encontrando en ella una posibilidad 
de la Administración bastante conveniente en la medida que protege el in-
terés general al evitar que se ejecute un contrato estatal con unos estudios 
previos que desde el principio se advirtió que podían someterse a una mo-
dificación, esto es, a un propósito lícito de corrección de la Administración. 
Sin embargo, no muchos se han adentrado en el estudio de la situación de 
los licitantes en este caso específico, lo que conduce nuevamente a justificar 
el interés de esta investigación.
Por otra parte, es relevante traer a colación la supuesta discrecionalidad 
que tiene la Administración Pública para revocar el acto de apertura, puesto 
que parece razonable que en algunas ocasiones, más que siquiera realizarse 
una revisión que busque sanear el proceso de selección, se deba acudir a la 
herramienta de la revocatoria por ser inviable la contratación.
Del planteamiento recién esbozado es claro que la investigación encuentra 
su límite en la normativa de la contratación estatal colombiana y se circuns-
cribe en específico a la etapa precontractual de la actividad contractual de la 
Administración Pública. Dentro de este último espectro nos encontramos 
en una etapa comprendida entre la expedición de los estudios previos de-
finitivos y el momento mismo de la adjudicación, fecha última en la cual la 
Administración Pública puede hacer uso de esta potestad.
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C. 
Sentencia del 26 de marzo de 201, exp. 25.750.
 Al respecto, cfr. juan ángel palacio hincapié. La contratación de las entidades estatales, 6.ª ed., 
Bogotá, Librería Jurídica Sánchez, 2010, pp. 261; gonzalo suárez beltrán. La nueva contra-
tación pública en Colombia. Anotaciones sobre la Ley 1150 de 2007 y sus reglamentaciones, Bogotá, 
Legis, 2009, pp. 195 ss.; ramiro borja ávila. Estudios jurídicos sobre contratación, Bogotá, Grupo 
Editorial Ibáñez, 2009, pp. 221 y 222. No obstante, otra parte de la doctrina sí se ha ocupado de 
este tema problemático, de la cual se resalta a édgar gonzález lópez. El pliego de condiciones en 
la contratación estatal: la reforma consagrada en la Ley 1150 de 2007 y sus decretos reglamentarios, 
Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2010, pp. 188 y 260 ss.
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Una vez presentado el estado de cosas, a continuación expondremos la 
forma como desarrollaremos el argumento de la efectiva responsabilidad 
de la Administración Pública con la revocatoria del acto administrativo 
de apertura: en un primer punto se expondrá la justificación de la revo-
cación de la apertura, esto es, el hecho dañino, haciendo un análisis de la 
conducta de la Administración con la revocación del acto de apertura y 
la expedición de los estudios previos defectuosos; posteriormente se hará 
referencia al juicio de reproche frente a las conductas de la Administración 
y el particular, y por último se considerará la intensidad de la reparación 
del perjuicio causado.
1 .  j  s t i f i c a c i  n  d e  la  r e o c ac i  n  d e  la  a p e rt  ra
En esta primera etapa se desarrollará la justificación que tiene la Adminis-
tración para revocar el acto administrativo de apertura. En primer lugar, 
se aludirá a normas que han hecho referencia a esta figura en el ordena-
miento contractual colombiano (1.1). En segundo lugar, en la medida en 
que se abordará la facultad otorgada a la Administración para realizar dicha 
revocatoria (1.2), se adelantará un breve razonamiento acerca de la causal 
de inconveniencia que argumente aquella (1.).
1 . 1 .  n o rm at i a  c o n t rac t a l  q  e  h a  i n c o r p o ra d o 
la  r e o c ato r i a  d e l  a c to  d e  a p e rt  ra
La revocatoria del acto de apertura del procedimiento de selección ha tenido 
cambios considerables en su regulación desde la expedición de la Ley 80 
de 199. Por esta razón, en el presente epígrafe se analizarán las diversas 
disposiciones normativas que han incorporado la regulación sobre esta figura 
en el ordenamiento contractual colombiano.
En primer lugar, ni en el Estatuto General de la Contratación de la 
Administración Pública, Ley 80 de 199, ni las leyes que la han reformado, 
se encuentra una regulación expresa de la competencia de la entidad estatal 
para revocar el acto de apertura del procedimiento de selección. 
 Una referencia a la materia se encuentra en Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Adminis-
trativo, Sección Tercera, Subsección C. Sentencia del 26 de marzo de 201, exp. 25.750, cit.
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Es cierto que en este cuerpo normativo se hace referencia a la figura 
de la revocatoria en el parágrafo del artículo 68, así como también lo hace 
el artículo 9.º de la Ley 1150 de 2007, pero los actos administrativos a los 
cuales hacen referencia estas normas son los actos contractuales y el de 
adjudicación. Ninguno de ellos, entonces, se refiere expresamente al acto 
de apertura de la selección.
Esto es importante, porque en varias reglamentaciones de la Ley 80 de 
199 sí se hizo una referencia expresa a esta figura. La primera que lo hizo 
fue el parágrafo 2.º del artículo 5.º del Decreto 066 de 2008 que señaló: “En 
el evento en que ocurra o se presente durante el desarrollo del proceso de 
selección alguna de las circunstancias contempladas en el artículo 69 del 
Código Contencioso Administrativo, el jefe de la Entidad revocará el acto 
administrativo que ordenó la apertura del proceso de selección”. 
Una norma similar estuvo contenida en el parágrafo del artículo .º del 
Decreto 27 de 2008, que entró en vigencia poco tiempo después. Por su 
parte, el reglamento que siguió a este último al hacer una referencia a la 
revocatoria, en el parágrafo 2.º del artículo 2.1.1 del Decreto 7 de 2012 
en los mismos términos que en el decreto que derogaba cuando se refería a 
un cambio sustancial a los estudios previos.
Lo anterior podría haber dado lugar a un estudio concreto sobre la 
discrecionalidad de la Administración Pública para hacer la revocatoria y 
el contenido de la expresión “cambio sustancial”. Sin embargo, en la regla-
mentación del Estatuto General de la Contratación que derogó la última 
citada y se encuentra ahora vigente, esto es, el Decreto 1510 de 201 y su 
compilación en el Decreto 1082 de 2015, no se incorporó tal facultad. Por 
esta razón, se pasa a continuación a analizar la posibilidad de hacer uso de 
la revocación frente al acto de apertura, más allá de la falta de una referencia 
expresa del ordenamiento contractual.
1 . 2 .  p o s i b i l i da d  d e  r e o c ac i  n 
d e l  a c to  d e  a p e rt  ra
Como se explicó en el apartado anterior, a diferencia de los reglamentos 
anteriores del Estatuto Contractual, el actual no cuenta con una referencia 
expresa a la revocatoria directa del acto de apertura del procedimiento de 
selección. Sin embargo, esto no quiere decir que no sea posible hacer uso de 
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esta figura. La razón se encuentra en el carácter subsidiario de la normativa 
que regula el procedimiento administrativo.
En efecto, por un lado, el artículo 1.º de la Ley 80 de 199 dispone que 
en dicho cuerpo normativo se establecen las reglas que aplicarán a los con-
tratos de las entidades estatales. Más adelante, el artículo 77 señala que las 
normas de procedimiento que sean compatibles con la finalidad y principios 
de esta ley serán aplicables en las actuaciones contractuales. Por su parte, el 
último inciso del artículo 2.º del cpaca señala que en lo no previsto en los 
procedimientos regulados por leyes especiales se aplicarán las disposiciones 
de ese código.
Si se toma en cuenta que el artículo 2.2.1.1.2.1.5 del Decreto 1082 de 
2015 estableció que el acto de apertura es un acto administrativo, frente a 
él se podría hacer uso de los mecanismos establecidos en el cpaca, en este 
caso de la revocatoria directa establecida en los artículos 9 y siguientes5.
En esa medida, la entidad estatal que adelante un procedimiento de se-
lección tendrá a su disposición los mecanismos establecidos en el Estatuto 
Contractual y, en aquellos casos en los que encuentre que algún mecanismo 
procedimental no haya sido regulado en esta legislación especial, bien podría 
acudir al cpaca para hacer uso de este, siempre que sea compatible.
Analizada la disposición normativa que daría lugar a la revocatoria directa 
del acto de apertura, se procede a analizar la oportunidad para hacer uso de 
ella. Cuando la entidad advierte que con posterioridad a la expedición de 
los estudios previos se requieren modificaciones al documento de estudios 
previos, esta puede optar por una de dos opciones: (i) intentar su modifica-
ción durante el trámite del procedimiento de selección, salvaguardando el 
trámite del mismo, evidentemente sin lesionar así su evolución, como cuando 
se expiden adendas modificando el pliego de condiciones y se modifican 
de paso los estudios previos, en los términos del artículo 2.2.1.1.2.2.1 del 
Decreto 1082 de 2015, o (ii) revocar el acto de apertura. 
5 “De allí que, a la pregunta de si en materia contractual la administración puede revocar sus propios 
actos –salvo el de adjudicación–, la Sala responde que sí –como lo consideró el Departamento de 
Antioquia, y luego los reglamentos de la Ley 1150 de 2007–, porque si el tema no está regulado en 
la Ley 80 habrá de acudirse al régimen general previsto en el cca”. Consejo de Estado, Consejo 
de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C. Sentencia del 
26 de marzo de 201, exp. 25.750, cit.
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Si bien pareciera que las opciones señaladas implican discrecionalidad 
de la Administración, se debe precisar que se trata de dos escenarios dife-
rentes. En efecto, por una parte, en relación con la expedición de adendas, 
la Administración buscará sanear el procedimiento de selección ya que 
estas se producirán en aquellos casos en que las modificaciones no afecten 
sustancialmente la contratación futura6, mientras que la revocatoria se con-
vierte en una obligación cuando la entidad estatal entiende que los estudios 
previos definitivos son inviables y ni siquiera un cambio en la ejecución de 
estos producirá el fin deseado.
Así pues, mal podría verse una discrecionalidad7 en este caso, ya que 
en principio se sugiere un análisis de las de posibilidades, entre las cuales 
está la de revocar o no revocar, pero resulta que la Administración tiene la 
obligación de proceder a revocar el acto de apertura, ya que, en caso de que 
se requieran cambios sustanciales para los estudios previos no existe otra 
herramienta que lograra reorientar el procedimiento o la contratación hacia 
el interés general perseguido.
En el caso que nos ocupa nos encontramos frente a una situación en la que 
se revoca un acto administrativo de apertura que hace referencia a aspectos 
muy genéricos como el objeto del contrato, la modalidad de selección y el 
cronograma del proceso, entre otros, pero implica per se la terminación del 
proceso de selección, dejando sin efectos todas las actuaciones adelantadas 
hasta el momento8.
Vale la pena acotar que el acto de apertura en algunas ocasiones ha sido 
tratado como un acto administrativo de mero trámite9; sin embargo, el artículo 
6 “Los adendos, sistema a través del cual la administración puede explicar, aclarar, agregar o mo-
dificar el pliego de condiciones, integran con éste una totalidad y, por ende, tienen igual validez 
y el mismo carácter vinculante para los contratantes”. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 22 de julio de 1996, C.P.: Juan de Dios Montes 
Hernández, exp. 10.1.
7 Sobre la discrecionalidad en la contratación pública, cfr. jaime orlando santofimio gamboa. 
Tratado de derecho administrativo, t. iv, Contratación indebida, Bogotá, Universidad Externado de 
Colombia, 200, p. 121.
8 gonzález lópez. El pliego de condiciones en la contratación estatal, cit., p. 188.
9 “Frente al acto de apertura de la licitación, ha clarificado la jurisprudencia y desde tiempo 
atrás, que si bien es de mero trámite, lo cual lo excluiría en principio de ser conocido por la 
jurisdicción de lo Contencioso Administrativo (art. 15, art. 9, e, inc. final art. 50 C. C. A.), a 
veces es susceptible de ser enjuiciado cuando contenga decisiones sobre el fondo del asunto o 
que pueden afectar los principios que deben regir a la actividad contractual estatal”. Consejo 
de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 26 de abril de 
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2.2.1.1.2.1.5 del Decreto 1082 de 2015 lo ha definido como un auténtico 
acto administrativo definitivo de carácter general, en concordancia con la 
lógica que venía trayendo dicho acto como un acto separable del contrato 
en la medida en que podría disponer decisiones de fondo sobre el proce-
dimiento, enjuiciables ante la jurisdicción, tesis que ha encontrado asidero 
en la doctrina nacional. En esa medida, hoy no queda duda de que el acto 
administrativo de apertura es un verdadero acto administrativo de carácter 
general, puesto que, como bien lo señala la doctrina, es “una decisión de 
contenido material, significativa y esencial para la licitación en cuanto con-
creta los términos bajo los cuales se inicia el proceso licitatorio”10.
De la anterior afirmación se extrae otra consecuencia. Aunque sea usual 
hacer referencia a la revocatoria directa de este acto administrativo, lo cierto 
es que el concepto técnico utilizado no debería ser este, sino la derogación11. 
La revocatoria directa procede frente a los actos administrativos de carácter 
particular, mientras que la derogación procede frente a los actos administra-
tivos de carácter general, como es el caso del acto de apertura.
En principio, la distinción más importante entre la revocación y la deroga-
ción es que la primera tiene efectos ex tunc, esto es, hacia el pasado, mientras 
que la segunda tiene efectos ex nunc, es decir, hacia el futuro12. Además de 
esta diferenciación desde la perspectiva sustancial, otra se le agrega desde 
la perspectiva procedimental: la regulación del artículo 97 del cpaca indica 
que la revocatoria de actos administrativos particulares favorables requiere 
de autorización, aspecto que no es requerido para los de carácter general.
La explicación de esta distinción entre derogación y revocatoria directa 
y sus efectos se seguirá abordando más adelante en este texto, ya que uno 
2006, C.P.: María Elena Giraldo Gómez, exp. 15.188. En igual sentido, Consejo de Estado, Sala 
de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Auto del 6 de agosto de 1997, C.P.: Carlos 
Betancur Jaramillo, exp. 1.95.
10 santofimio gamboa. Tratado de derecho administrativo, t. iv, cit., 200, p. 205.
11 Un análisis sobre este asunto se encuentra en Jaime Orlando Santofimio Gamboa. Compendio 
de derecho administrativo, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2017, pp. 57-575 y en 
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B. 
Sentencia del 1 de mayo de 2012, exp. 0825-09. La doctrina sostiene entonces que lo que sucede 
en el caso del acto de apertura debería ser una derogación que debería ser evitada por medio de 
fórmulas que lleven a subsanar los errores cometidos en el procedimiento. Cfr. antonio alejandro 
barreto moreno. El derecho de la compra pública, Bogotá, Legis, 2019, pp. 195-198.
12 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A. 
Sentencia del 26 de noviembre de 201, exp. 1.297.
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de los debates más importantes en torno al acto de apertura se refiere a que 
en la jurisprudencia del Consejo de Estado se ha establecido que este acto 
administrativo pasa de ser general a ser particular.
Ahora bien, se procede al acto administrativo de apertura en la medida 
en que este adolece de exactitud en la contratación, ya que, como vimos, 
los estudios previos definitivos requerían de cambios sustanciales o bien es 
posible que durante el trámite del procedimiento sobrevengan situaciones 
que así lo requieran. 
De lo dicho se advierte que la revocatoria realizada por la Administra-
ción corresponde a una verdadera actividad lícita, ya que la potestad de la 
revocatoria es también una actividad lícita de la Administración, tal como 
lo ha indicado la doctrina1.
Se deduce, pues, que la revocatoria directa se erige como una verdadera 
potestad pública que, utilizada en los términos de la norma que regula esta 
figura, no conduciría a una actuación irregular, en consideración a que se 
realiza de manera debidamente motivada con fundamento en la autorización 
dada por el artículo 9 y siguientes del cpaca, razón por la cual no existe 
duda sobre las actuaciones lícitas que giran en torno a la interrupción del 
procedimiento de selección.
La anterior conclusión nos lleva a esclarecer que el hecho dañino de la 
Administración no radica en la revocatoria ejecutada, sino en la expedición 
de unos estudios previos carentes de las condiciones técnicas, jurídicas o 
financieras necesarias para adelantar el procedimiento de selección o ejecutar 
el contrato para el cual se elaboró.
En esa medida, la revocación del acto de apertura del proceso de selección 
concluye de manera abrupta un procedimiento que inició mal, situación que 
se advierte posteriormente en dichas situaciones, o como bien se señaló, 
1 “[L]a revocación de los actos administrativos, entendida ésta en un sentido amplio, es una verda-
dera prerrogativa de la Administración ya que sus características se ajustan perfectamente a los 
elementos de la definición de prerrogativa. En efecto, la primera razón que sustenta lo dicho se 
origina en la consideración de que los actos administrativos son uno de los mecanismos jurídicos 
de acción de la Administración y que la revocación se materializa a través de un acto adminis-
trativo. De tal forma es posible entender que la figura que se viene analizando es un verdadero 
medio de acción de la Administración mediante el cual ésta retira del ordenamiento sus propios 
actos administrativos inoportunos o ilegales”. jorge enrique santos rodríguez. Construcción 
doctrinaria de la revocación del acto administrativo ilegal, Bogotá, Universidad Externado de Co-
lombia, 2005, p. 75.
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concluye un procedimiento de selección por haberse presentado situaciones 
sobrevinientes que tornan inviable la contratación.
1 .  .  c  l pa  o  fa lta  d e  c  l pa  d e  la  e n t i da d  e s tata l 
e n  la  d e c i s i  n  d e  r e o c a r  e l  a c to  d e  a p e rt  ra
En el presente epígrafe se hará referencia a dos aspectos. Ambos se refieren al 
motivo que da lugar a la revocatoria del acto de apertura. Por un lado, puede 
tratarse de una culpa de la entidad estatal en el marco de la elaboración de los 
estudios previos. Por otro lado, puede tratarse de una situación no imputable 
a la entidad estatal. A continuación veremos la primera de las opciones.
El artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015, al reglamentar los 
numerales 7 y 12 del artículo 25 de la Ley 80 de 199, ha traído para la etapa 
precontractual de la Administración Pública unos elementos esenciales con 
los que deben contar los estudios previos de la contratación a fin de que la 
misma se encuentre en legal forma.
Ahora bien, dichos estudios previos se convierten en piedra angular del 
procedimiento de selección y de la ejecución del contrato y, junto con el 
pliego de condiciones, la oferta del contratista y el contrato suscrito, son los 
documentos contractuales más importantes en el contrato estatal, al contener 
la redacción de las condiciones para ejecutar el contrato1.
Estos estudios previos deben ser publicados con un supuesto carácter 
definitivo al momento de la publicación del proyecto de pliego de condicio-
nes. Se hace énfasis en la expresión supuesto en la medida en que la modi-
ficación de dichos estudios previos durante el procedimiento de selección 
es permitida, y ocurre las más de las veces con ocasión de las observaciones 
que presentan los interesados en el contrato por ejecutar.
La potestad de revocar el acto de apertura puede poner de presente 
una culpa de la Administración Pública en la elaboración de los estudios15, 
revocatoria que resultaría justificable, ya que si se conserva de esa forma 
1 juan carlos expósito vélez. “La planeación y la validez del contrato estatal”, en alberto 
montaña plata y jorge iván rincón córdoba (eds.), Contratos públicos: problemas, perspectivas 
y prospectivas, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2017, pp. 82-97.
15 La modificación no sustancial de los estudios previos es una potestad legítima de la Administración 
con antelación al cierre, pero no es sobre ella que realizamos nuestra argumentación, ya que el 
presente estudio se refiere a los cambios sustanciales a los estudios previos, que es el caso que 
daría lugar a la revocatoria del acto de apertura. 
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la ejecución del contrato o el procedimiento de selección se mantendría la 
inconveniencia o ilegalidad, es decir, una falla por la cual debe responder 
la Administración. 
Si bien la regulación de la revocatoria directa, en los términos del artículo 
9 del cpaca, permite que esta sea utilizada para proteger el interés público 
o social, es decir, causales de inconveniencia, es posible que los defectos 
que se encuentren en los estudios previos conduzcan a una ilegalidad del 
acto de apertura, por su falsa motivación, o en su defecto, en situaciones 
sobrevinientes que modifiquen el escenario sobre el cual se plantearon los 
estudios previos. 
Este escenario que se está planteando tiene nombre propio en la con-
tratación estatal: ausencia de planeación del contrato estatal. En no pocas 
ocasiones el Consejo de Estado se ha encargado de poner de presente la 
importancia de la planeación de los contratos estatales y cómo la ausencia 
de una debida planeación puede terminar por hacer responsable a la Admi-
nistración de los perjuicios causados16.
En efecto, al momento de publicar los estudios previos, la Administración 
Pública debe tener la certeza de que los mismos llenan todos los requisitos 
necesarios para adelantar el procedimiento de selección y la correspondien-
te ejecución del contrato; de otra forma no se sometería a adelantar dicho 
documento de manera definitiva, teniendo presente que cuenta incluso con 
la potestad de modificarlos legítimamente.
De lo anotado hasta ahora se deduce entonces que la falla del servicio 
es el fundamento de la responsabilidad, porque existe una verdadera culpa 
de la Administración en la elaboración de los estudios previos que solo fue 
advertida con posterioridad y el mecanismo de corrección de dicha situación, 
16 “Las exigencias derivadas del principio de planeación constituyen el insumo que garantizará la 
confección de unos pliegos de condiciones correctamente estructurados, coherentes, pertinentes 
y adecuados a las necesidades cuya satisfacción se propone la Administración mediante la cele-
bración y ejecución del contrato. Además, en los eventos en los cuales la entidad estatal proyecta 
de manera equivocada el procedimiento contractual, le asiste al contratista la facultad de exigir a 
aquélla la adopción de las correspondientes medidas orientadas a restablecer el equilibrio finan-
ciero del contrato”. Consejo de Estado. Sentencia del 5 de junio de 2008, exp. 8.1. Si bien el 
fallo transcrito hace referencia a un caso de responsabilidad contractual, la argumentación puede 
trasladarse al presente escrito en la medida en que el hecho dañino se produjo por la ausencia 
de una debida planeación en la etapa precontractual, incluso en la etapa previa a la publicación 
del estudio de previo definitivo.
21Juan Carlos Covilla Martínez
es decir, la revocatoria del acto de apertura, produjo efectos nocivos sobre 
particulares oferentes.
Situación diversa se plantearía cuando, una vez publicados los estudios 
previos sobre un escenario específico, sobrevengan situaciones que conduz-
can a la necesidad de realizar modificaciones sustanciales, no ya por error en 
la previsión, sino por haber ocurrido situaciones imprevisibles e irresistibles.
Se trata entonces de una situación que sobrepasa la entidad estatal y 
exige una reacción de esta que solo se puede lograr a través de la termina-
ción anormal del proceso, es decir de la revocatoria del acto de apertura. Se 
hace énfasis en que el único mecanismo que tiene la Administración Pública 
para reaccionar es la revocatoria, ya que la declaratoria de desierta de la 
sección solamente procede por “motivos o causas que impidan la escogencia 
objetiva”, tal como lo señala el numeral 18 del artículo 25 de la Ley 80 de 
199, lo que significa que no se puede escoger a un oferente en el marco de 
lo establecido en el pliego de condiciones. Esto, por supuesto, dista del caso 
que estamos explicando, que consiste en la necesidad de la entidad estatal de 
modificar sustancialmente los estudios previos o el pliego de condiciones17.
1 .  .  la  a to r i z a c i  n  d e l  pa rt i c  la r 
pa ra  r e o c a r  e l  a c to  d e  a p e rt  ra
En el marco del trámite de la revocatoria del acto de apertura hay un as-
pecto que requiere una especial atención. Consiste en la definición de este 
acto administrativo como uno de carácter particular o de carácter general, 
particularmente a partir de lo señalado por la jurisprudencia del Consejo de 
Estado. Escoger una u otra opción tiene una consecuencia importante: si el 
acto administrativo reconoce un derecho de carácter particular y concreto 
no se podrá revocar sin autorización expresa del titular de acuerdo con el 
artículo 97 del cpaca, mientras que si es considerado un acto de carácter 
general no necesitará dicha autorización18.
17 A manera de ejemplo, Colombia Compra Eficiente sugiere revocar el acto administrativo de aper-
tura cuando, una vez iniciado el proceso de contratación y sin que se hayan presentado ofertas, 
entre en vigencia un acuerdo marco de precios. Cfr. Colombia Compra Eficiente. Consulta n.º 
15160006511 del 7 de septiembre de 2015.
18 Art. 97 cpaca: “Salvo las excepciones establecidas en la ley, cuando un acto administrativo, bien sea 
expreso o ficto, haya creado o modificado una situación jurídica de carácter particular y concreto 
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Pues bien, el Consejo de Estado ha abordado por lo menos en tres 
oportunidades este asunto. En la primera oportunidad hizo una referencia 
transversal al tema: en el curso de su análisis de la irrevocabilidad del acto de 
adjudicación indicó que “cualquier acto administrativo particular favorable 
es revocable en un solo evento: si se obtiene el consentimiento expreso y 
escrito del titular”, sin entrar a hacer un estudio concreto de la naturaleza 
jurídica del acto de apertura19.
En las dos oportunidades siguientes en que se enfrentó a casos de 
revocatoria directa del acto de apertura sí que hizo referencia concreta a 
su naturaleza jurídica, la constitución de derechos sobre los oferentes y 
la consecuencia de solicitar la autorización expresa de estos últimos para 
proceder a la revocatoria. En la primera oportunidad en que la corporación 
hizo referencia al asunto señaló:
… el acto de apertura no sólo da inicio al proceso de selección, su principal y más 
importante característica es que constituye una especie de policitación […] [S]i bien 
el acto de apertura del proceso de selección, al igual que la policitación (artículo 
87 del C. de Co.), en principio, no obliga, ni crea, ni modifica situaciones jurídicas 
particulares y concretas, una vez los interesados presentan sus respectivas ofertas, 
dentro del plazo establecido previamente en los pliegos de condiciones, se genera 
la legítima expectativa de que su propuesta sea considerada y, en ese momento, la 
oferta pública de la administración, contenida en el acto de apertura del proceso 
de selección, se particulariza y se convierte en irrevocable, es decir, engendra una 
situación individual, porque existe una aceptación expresa de ella por parte de 
quienes realizan sus ofrecimientos20.
Al paso que en la segunda oportunidad indicó:
Sin embargo, es indudable que desde el momento en que la Administración recibe 
las ofertas de los proponentes y se cierra la presentación de propuestas, el pliego de 
condiciones –que en principio era un acto de carácter general– se convierte en un 
o reconocido un derecho de igual categoría, no podrá ser revocado sin el consentimiento previo, 
expreso y escrito del respectivo titular. 
 “Si el titular niega su consentimiento y la autoridad considera que el acto es contrario a la Cons-
titución o a la ley, deberá demandarlo ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”.
19 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C. 
Sentencia del 26 de marzo de 201, exp. 25.750, cit.
20 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A. 
Sentencia del 26 de noviembre de 201, exp. 1.297, cit.
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acto de alcance particular –al menos en relación con quien demuestre tener la mejor 
propuesta– debido al efecto jurídico del acto de apertura y al nuevo estado en que 
entra la etapa precontractual a partir de la presentación de las propuestas o de la 
aceptación de la invitación a contratar, en los términos del pliego de condiciones21.
En los dos casos se nota el interés de dar importancia a la situación jurídica 
particular que se crea en cabeza de los oferentes, quizá más en el primero 
respecto de todas las ofertas y en el segundo en el caso particular de quien 
tenga la mejor oferta. Lo cierto es que estos dos fallos cambian el paradigma 
que se tenía en la medida en que identifican el acto de apertura como un acto 
de carácter general que puede constituir derechos o situaciones jurídicas 
particulares en cabeza de quienes son oferentes antes de la adjudicación.
En esa medida, al ser la posición jurisprudencial imperante, al menos 
reiterada en una ocasión por el Consejo de Estado, se entiende que al pro-
ceder a la revocatoria del acto de apertura del procedimiento de selección 
se debe acudir al procedimiento establecido en el artículo 97 del cpaca, esto 
es, solicitar la autorización expresa de los oferentes. 
Sin embargo, vale la pena repensar esta consecuencia por la razón práctica 
que se plantea a continuación22. La revocatoria directa del acto de apertura 
es un mecanismo que otorga el ordenamiento jurídico para que la Adminis-
tración Pública pueda dejar sin efectos sus propios actos2. Es, entonces, 
un mecanismo legal por el cual la entidad estatal puede revisar sus actos y 
que permite desaparecer de la vida jurídica actos administrativos cuando 
encuentre un error o situación imprevista.
Este mecanismo podría llegar a afectar derechos o situaciones jurídicas 
constituidas en cabeza de particulares, como es el caso que se plantea en este 
trabajo, y para eso el artículo 97 del cpaca establece la obligación de contar con la 
autorización del particular. La intención de proteger los derechos del particular 
podría llevar a la situación poco deseada de que los oferentes no otorguen su 
autorización expresa para revocar el acto de apertura, lo que necesariamente 
21 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A. 
Sentencia del 27 de abril de 2016, exp. 6.818.
22 Otros comentarios en los que se argumenta a favor de evitar la solicitud de autorización para 
revocar el acto de apertura en unos determinados casos se encuentran en luis guillermo dávila 
vinueza. Régimen jurídico de la contratación estatal, .ª ed., Bogotá, Legis, 2016, pp. 05-10.
2 libardo rodríguez. Derecho administrativo general y colombiano, 20.ª ed., t. ii, Bogotá, Temis, 
p. 85. 
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conduce a la adjudicación y celebración de un contrato que contiene errores 
desde la etapa precontractual y que han sido advertidos por la entidad estatal 
y los oferentes. La razón es que la consecuencia establecida en la norma de 
demandar el acto de apertura llevaría a que tuviese que ser adoptada una de-
cisión por parte de un juez, lo que supondría un tiempo considerablemente 
mayor que el que se tomaría la adjudicación y celebración contrato.
Si lo que se pretende es proteger los derechos que se configuran, bien 
puede la entidad estatal establecer una compensación por los perjuicios que 
se hayan causado al momento de revocar el acto, y de esa manera evitar la 
celebración de un contrato estatal que presenta errores.
2 .  la  c o n d  c ta  r e p ro c h a b l e  d e  la s  pa rt e s 
y  e l  j  i c i o  d e  r e s p o n s a b i l i da d
En este punto vale la pena preguntarse acerca de las diversas etapas en las 
cuales puede suceder el hecho generador del daño: ¿cuándo dicho hecho 
dañino servirá de elemento para la responsabilidad? Hay varias opciones: 
previo a la publicación del pliego definitivo, con posterioridad a esta o des-
pués de la publicación del informe de evaluación2. 
2 . 1 .  e ta pa  d e  fa lta  d e  r e s p o n s a b i l i da d 
d e  la  a dm i n i s t r ac i  n
El momento previo a la recepción de ofertas es una etapa de la actuación 
precontractual en la que no se puede reconocer responsabilidad por la Ad-
ministración Pública en caso de que decida revocar el acto de apertura, ni 
siquiera pensar en un juicio de reproche. La doctrina y la jurisprudencia han 
señalado que incluso previo a la presentación de la oferta se puede imputar 
a la Administración el perjuicio y surge la responsabilidad, por lo que se 
tiene derecho a los costos que se causaron25, tesis que no es compartida por 
las consideraciones que se entra a plantear.
2 El Consejo de Estado ha hecho un análisis general sobre la materia en Consejo de Estado, Sala 
de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C. Sentencia del 26 de marzo 
de 201, exp. 25.750, cit.
25 En palabras de gonzález lópez. El pliego de condiciones en la contratación estatal, cit., p. 26: “Si 
no hay propuestas presentadas, se considera que el potencial oferente tendría derecho a que se le 
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Como primer argumento, se puede afirmar que solo con ocasión de la 
recepción de ofertas es que se ha configurado un derecho en cabeza del 
particular a manera de expectativa respecto de la adjudicación. Esta aseve-
ración tiene sustento en lo señalado por el Consejo de Estado: “Para la Sala 
el llamado a licitación, es ni más ni menos, que un pedido de ofertas, que debe 
ser anunciado siempre en la forma prescrita en la ley, en el caso particular, en 
el Código Fiscal del Departamento del Cesar”26.
De lo anterior se deduce que el pliego de condiciones en Colombia se ha 
concebido como una verdadera invitación a ofertar. La doctrina ha precisado 
la noción de “invitación a ofertar” en los siguientes términos: “la doctrina 
ha dejado en claro que no se trata de una oferta, sino de una ‘invitación a 
ofertar’, y que esa invitación puede ser meramente a ‘entrar en tratativas’, 
sin la presencia de los elementos constitutivos de la oferta. Más invitación 
a tratativas que a ofertar. Tal invitación importa una declaración unilateral 
de voluntad que no vincula ni engendra responsabilidad”27.
Lo anterior resulta relevante para nuestro estudio en la medida en que, 
si la entidad advierte que las posibles modificaciones sustanciales requeridas 
reconozcan los costos que acredite se causaron durante el proceso precontractual, en especial si 
la revocatoria obedece a circunstancias que debió prever la administración al momento de expedir 
el acto administrativo de apertura o el pliego de condiciones y ha desconocido el principio de 
economía”.
 Y en términos del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Subsección C. Sentencia del 26 de marzo de 201, exp. 25.750, cit.: “ii) De otro lado, mientras 
más avanza el proceso de selección de contratistas, luego de su apertura, la revocatoria directa 
sigue siendo posible, siempre que concurra alguna causal prevista en el cca. Sin embargo, en 
este evento las probabilidades de causar daños aumentan considerablemente, pero, en todo caso, 
tampoco se puede asegurar que necesariamente ocurrirán. Es el caso en que se abre una licitación, 
y tres semanas después la administración la revoca, cuando existen interesados identificados en 
participar, que incluso han formulado preguntas sobre el alcance del pliego de condiciones, ade-
más de que su personal de trabajo está elaborando la oferta que esperan entregar. En tal evento 
es altamente probable que sufran perjuicios con la decisión de la entidad, representados, por 
ejemplo, en: la inversión en estudios, el pago de salarios al personal dedicado durante semanas 
a examinar el proyecto, entre otros; no obstante, en este supuesto tampoco se puede asegurar, a 
priori, que esos perjuicios se causarán”. 
26 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 6 de 
julio de 1990, C.P.: Julio César Uribe Acosta, exp. 5.860. Para profundizar en el carácter de invi-
tación a ofertar de los pliegos de condiciones, cfr. juan carlos expósito vélez. La configuración 
del contrato de la Administración Pública en derecho colombiano y español, 1.ª reimp. corregida y 
aumentada, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 200, p. 56.
27 jorge mosset iturraspe y miguel a. piedecasas. Responsabilidad precontractual, Santa Fe, 
Rubinzal-Culzoni, 2006, p. 111.
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a los estudios previos pueden conducir a la revocatoria directa, mientras 
no exista una oferta concreta por parte de un particular interesado no se 
puede alegar por parte de este perjuicio alguno en consideración a que no se 
demostró la efectiva voluntad de acceder al procedimiento administrativo. 
Ahora bien, el hecho de que se haya adoptado un pliego de condiciones y 
de que las disposiciones allí señaladas vinculen a la misma Administración 
Pública no supone un daño antijurídico indemnizable si no existe una real 
manifestación de un interesado de hacerse parte del procedimiento de se-
lección –lo cual se consigue con el depósito de la oferta y el posterior cierre 
de la etapa de presentación de ofertas–.
En efecto, el hecho de que exista la intención de la Administración de 
recibir ofertas no necesariamente conduce a que los que se encuentren inte-
resados en dicha invitación puedan exigir una reparación de un perjuicio que 
se cause por la expectativa nacida de la simple aparición de una posibilidad 
para presentar una oferta.
Por esto, se debe precisar cuál es el momento en que se entiende pre-
sentada la oferta. En principio, podría pensarse que esta situación se con-
figura cuando se ha dado el depósito de la oferta. Sin embargo, el artículo 
2.2.1.2..1.6 del Decreto 1082 de 2015 señala: “La garantía de seriedad de 
la oferta debe cubrir la sanción derivada del incumplimiento de la oferta, 
en los siguientes eventos: […] 2. El retiro de la oferta después de vencido 
el plazo fijado para la presentación de las ofertas”.
La lectura de esta norma hace notar que el reglamento ha decido pro-
teger a la entidad estatal de la posibilidad de retirar las ofertas solo hasta el 
momento en que se ha dado el efectivo cierre de la etapa para la presentación 
de las ofertas. Así, el momento concreto en que entiende que se constituye 
un derecho para el oferente es con posterioridad al cierre de la etapa de la 
presentación de ofertas, ya que antes bien podría retirarla sin ninguna con-
secuencia jurídica patrimonial frente a la Administración Pública.
De lo indicado se advierte que antes del cierre de la licitación no se 
puede determinar con claridad sobre quiénes puede producir efectos el 
procedimiento de selección, por lo que no es posible hablar una verdadera 
responsabilidad de la Administración.
Se incluyen dentro de este grupo de situaciones aquellas que se refieren 
a la revocación producida por la necesidad de modificar sustancialmente los 
estudios previos en consideración a que se presentan situaciones sobrevi-
nientes que desnaturalizan la contratación inicialmente prevista, que deben 
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ser imprevisibles, ya que las previsibles se incluirían dentro del grupo de 
situaciones que planteamos en el acápite siguiente.
En este escenario, se advierte la posibilidad de romper las tratativas ante 
la ocurrencia de circunstancias imprevisibles, por fuera de las expectativas 
de la Administración, que convierten en inviable la contratación, hecho 
que da mérito para que se rompan las tratativas sin posibilidad de solicitar 
indemnización.
2 . 2 .  r e p ro c h e  d e  la  c o n d  c ta 
d e  la  a dm i n i s t r ac i  n
Situación contraria se configura cuando se ha producido el cierre de la li-
citación, caso en el cual se invita a la Administración Pública a proceder de 
conformidad con los pasos establecidos en la ley, el reglamento y el pliego 
de condiciones en relación con la evaluación y posterior adjudicación si es 
del caso. La exigencia de culminación del procedimiento de selección viene 
dada en gran medida por el principio denominado por la doctrina28 como 
Administración compulsoria, que es el deber de concluir los procedimientos 
que adelanta de la manera adecuada, principio que así mismo ha sido acogido 
por la jurisprudencia29.
En caso de que se interrumpan dichos pasos, se advertirá una configu-
ración de un perjuicio sobre el particular que es plenamente imputable a la 
Administración en los casos de revocatoria del acto de apertura. El hecho 
generador del perjuicio solo se presenta a partir de la recepción de ofertas, 
ya que el Consejo de Estado ha reconocido que desde ese momento se crean 
derechos o expectativas de derechos, como se ha visto atrás.
Empero, dicha responsabilidad no se puede concebir como absoluta, ya 
que entre los principios de la contratación estatal incorporados en el artículo 
28 “Nuestra opinión es la de considerar que la Administración, una vez ha iniciado el trámite 
licitatorio, debe acabarlo y acabarlo bien, es decir, con el acto que ponga fin a toda la actividad 
administrativa que se ha motivado para tratar de escoger al mejor oferente, llámese de adjudicación 
o de declaratoria de desierta de la licitación”. expósito vélez. La configuración del contrato de la 
Administración Pública en derecho colombiano y español, cit., p. 9.
29 El principio de la Administración compulsoria tiene su sustento legal en las definiciones de los 
principios de economía y eficacia del Código Contencioso Administrativo. Consejo de Estado, 
Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 7 de diciembre de 200, 
C.P.: Alier Hernández Enríquez, exp. 1.68.
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28 de la Ley 80 de 199 se encuentra el de buena fe, que sigue lo establecido 
en el artículo 8 CP. 
Acogiendo lo establecido en derecho privado para esta etapa, en conside-
ración a lo señalado en el artículo 1 de la Ley 80 de 199, podemos observar 
que el artículo 86 del Código de Comercio indica: “Las partes deberán 
proceder de buena fe exenta de culpa en el período precontractual, so pena 
de indemnizar los perjuicios que se causen”. La doctrina ha señalado que 
dicha disposición hace referencia más bien al deber de las partes de observar 
una conducta seria y proba, propio de la buena fe objetiva0.
En el trámite precontractual cabe precisar que la carga de la diligencia al 
adelantar el procedimiento recae sobre la Administración Pública, y dentro 
de ella, la de la elaboración correcta de los estudios previos, tal como lo ha 
indicado la jurisprudencia1.
Así pues, la entidad estatal es responsable por los perjuicios que les 
sean causados a quienes hayan presentado propuesta, en la medida en que 
la posibilidad de admitir el cierre del procedimiento de selección sin haber 
adoptado las medidas correctivas en las oportunidades permitidas por el 
reglamento convierte los defectos de los estudios previos en una situación 
consolidada que representa una auténtica falla grave de la Administración 
Pública, por la cual debe responder2.
0 “[E]stablece un deber de comportamiento predicable de las partes en las negociaciones prelimi-
nares, deberes que son evidentemente expresiones de la buena fe objetiva, los cuales integran ‘el 
criterio fundamental de la corrección en el tráfico jurídico’. Siendo ello así, el uso de la expresión 
‘buena fe exenta de culpa’ resulta, según ha sostenido la doctrina nacional, ‘ambiguo y poco 
afortunado’, pues si de buena fe objetiva se trata no resulta necesario hablar de buena fe exenta de 
culpa, pues la buena fe objetiva presupone siempre la diligencia”. martha lucía neme villa-
rreal. “Buena fe subjetiva y buena fe objetiva. Equívocos a los que conduce la falta de claridad 
en la distinción de tales conceptos”, Revista de Derecho Privado, n.º 17, Bogotá, Universidad 
Externado de Colombia, 2009, p. 66.
1 “Por lo demás, la importancia del principio de planeación y de la preparación de estudios previos 
dentro de la fase precontractual ha quedado reforzada con la entrada en vigor de la Ley 1150 de 
2007 y del Decreto 66 de 200, en los cuales se señala la obligación, a cargo de las entidades que 
se propongan iniciar procedimientos administrativos de selección y de contratación, de publicar 
los proyectos de pliegos de condiciones o sus equivalentes, así como de los estudios y documentos 
previos que sirvieron de base para su elaboración, con el propósito de que los interesados puedan 
formular observaciones a su contenido, observaciones que deberán ser acogidas o rechazadas por la 
Administración, de manera razonada”. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Tercera. Sentencia del 5 de junio de 2008, C.P.: Mauricio Fajardo Gómez, exp. 8.1.
2 Cfr. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 
5 de agosto de 199, C.P.: Carlos Betancur Jaramillo, exp. 8.85.
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Dicha situación se sustenta en dos fórmulas que conducen a la misma 
conclusión de responsabilidad de la Administración: una primera, cuando 
nadie puso de presente el defecto en el procedimiento de selección, teniendo 
en cuenta que la carga de diligencia en los estudios previos es de la entidad 
estatal; evidentemente, no sucede lo mismo en los casos en que la circuns-
tancia que da origen al carácter defectuoso de los estudios previos sobrevino 
a la expedición de los estudios previos definitivos y no tuvo oportunidad de 
conocerlo. Y la segunda, cuando por lo menos un particular interesado lo 
puso de presente en el procedimiento de selección, con mayor intensidad, en 
la medida en que la Administración no atendió al llamado de este. La mayor o 
menor intensidad del perjuicio se analizará, entonces, en el acápite siguiente. 
2 .  .  r e p ro c h e  d e  la  c o n d  c ta  d e l  pa rt i c  la r
Como bien se señaló, los proponentes que sufrieron un perjuicio por la 
revocación de manera intempestiva del procedimiento de selección tienen 
derecho a que dicho perjuicio sea reparado, siempre y cuando se cumplan 
las condiciones antes mencionadas; sin embargo, un caso particular merece 
nuestra atención: el de quien anunció el carácter defectuoso de los estudios.
Frente a esta situación debemos recordar el carácter vinculante que ha 
otorgado el Consejo de Estado a las manifestaciones de la voluntad previas 
a la celebración del contrato. Además, ese tribunal ha puesto de presente 
que aquel que conoció desde un principio el carácter defectuoso y lo hizo 
saber a la Administración en realidad está yendo contra sus propios actos, 
lo que es prohibido en la contratación estatal bajo las reglas ya señaladas de 
la buena fe.
 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 17 de 
octubre de 1995, C.P.: Carlos Betancur Jaramillo, exp. 8.790. Un estudio sobre la importancia 
que se ha dado a la vinculación de las manifestaciones en la etapa precontractual se puede ver en 
juan carlos covilla martínez. “La fuerza vinculante de documentos precontractuales en el 
marco de la contratación pública electrónica en Colombia. El caso de la respuesta a la solicitud 
de aclaraciones al pliego de condiciones”, en marcos almeida cerreda e isaac martín del-
gado (dirs.), La nueva contratación pública. Actas del i Congreso de la Red Internacional de Derecho 
Europeo, Toledo, 2015, p. 221.
 “Además, este principio impone al oferente, entre otros deberes de honestidad: i) no incluir en 
su propuesta información falsa o que no consulte la realidad; ii) no formular propuestas en las 
que se fijen condiciones económicas y de contratación artificialmente bajas; y iii) no ocultar las 
inhabilidades, incompatibilidades o prohibiciones en las que se pueda encontrar (No. 6 y 7 art. 
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El principio de la buena fe en la contratación estatal y, como expresión 
de este, la prohibición de venir contra los actos propios5 nos conducen a 
afirmar que aquel particular interesado que conoció y advirtió desde un 
principio que los estudios previos contenían errores y procedió a depositar 
la oferta, para con posterioridad intencionalmente argumentar la necesidad 
de reparación de los perjuicios que le causó la revocatoria del acto, pone de 
presente una actividad que, si bien no es ilegal, sí es reprochable, razón por 
la cual no debería ser merecedor de una tutela completa del ordenamiento 
jurídico.
Ahora bien, el hecho de que lo hubiera puesto de presente no da lugar 
a una causal de exoneración de responsabilidad por parte de la Administra-
ción frente a dicho particular, en la medida en que este no realizó o agravó 
el daño causado6 (como aquel que elaboró los estudios previos), además de 
que solo la Administración tiene la potestad de acoger o no las observaciones 
de los particulares; pero sí debe soportar una reducción en el monto de la 
reparación, en la medida en que conoció de la problemática de dicho negocio 
y aun así se dispuso a presentar propuesta. Aquí entonces se resalta el juicio 
de reproche sobre la conducta del particular que conoció y se convenció de 
dicha situación, tanto que lo llevó a ponerla de presente ante la entidad, y 
luego procedió a solicitar una indemnización bajo dicho supuesto. Por el 
contrario, si bien los demás oferentes pudieron conocer dicha situación 
26), con el propósito de hacer incurrir a la administración en un error y obtener así la adjudicación 
del contrato, eventos en los cuales compromete su responsabilidad; y se compromete también en 
los casos en que el proponente retira su oferta o se niega a celebrar el contrato en las condiciones 
propuestas o aceptadas.
 “Así mismo, la jurisprudencia ha indicado que no se puede desconocer los actos y conductas 
expresadas válidamente por la Administración o los proponentes, por incurrir en la prohibición 
de venire contra factum proprium nom valet [sic], en cuya virtud no le[s] es lícito a las personas 
venir contra sus propios actos, desconocimiento que no se compadece con el principio de buena 
fe. La violación de la buena fe entraña la no obtención de los derechos en los que ella es requisito, 
o la invalidez del acto y, por supuesto, la obligación de reparar los daños ocasionados con una 
conducta así calificada, con la consiguiente indemnización de perjuicios”. Consejo de Estado, 
Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del  de diciembre de 2007, 
C.P.: Ruth Stella Correa Palacio.
5 Sobre el carácter no absoluto de la teoría de los actos propios en la contratación estatal, véase 
luisa alexandra torres acosta. “El principio de legalidad: una necesaria restricción a la 
aplicación de la doctrina de los actos propios en la contratación estatal”, Revista digital de Derecho 
Administrativo, n.º 15, 2016, pp. 268-271.
6 ramiro saavedra becerra. La responsabilidad extracontractual de la Administración Pública, 2.ª 
reimp., Bogotá, Jurídicas Gustavo Ibáñez, 200, pp. 577 ss.
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mediante los mecanismos de publicidad correspondientes, estos no tuvieron 
el convencimiento tal que los llevara a manifestar su voluntad mediante una 
observación que pusiera de presente la situación.
 .  i n t e n s i da d  d e l  p e r j  i c i o
Se plantean a continuación situaciones hipotéticas en las cuales existe una 
mayor o menor intensidad frente a la expectativa del oferente en relación 
con la adjudicación del procedimiento de selección del contratista, toman-
do como base algunas tesis expuestas al respecto por el Consejo de Estado, 
algunas de las cuales han sido rebatidas en ocasiones7:
– Una vez presentada la oferta y estando en la etapa de evaluación de la 
misma, incluso antes del cierre, existe un daño emergente8 y la pérdida de 
la oportunidad9 por no haberse evaluado a quien presentó propuesta, que 
es la situación que se presenta previo a la expedición del informe de eva-
luación. El daño emergente se representa en los gastos en que ha incurrido 
el particular en la presentación de la oferta y la pérdida de oportunidad en 
consideración a la expectativa de ser evaluado y de que su oferta eventual-
mente pudiera considerarse la mejor.
Lo anterior encuentra su lógica en la medida en que, una vez presentada 
la oferta, la interrupción del procedimiento ataca las manifestaciones de la 
voluntad realizadas por la entidad con el pliego de condiciones –la invita-
ción a ofertar– y por el proponente con su oferta, las cuales son verdaderas 
tratativas. En efecto, el particular no tiene el deber de correr con el riesgo 
del “costo de oportunidad” de su propuesta, si dicha privación del proceso 
de selección se debió a una causa plenamente imputable a la Administración.
Aún más, genera dudas el concepto del Consejo de Estado que señala 
que los gastos en que incurre el oferente son “costos de oportunidad”, ya 
7 Algunas consideraciones sobre este aspecto se hicieron en juan carlos covilla martínez. 
“Reseña bibliográfica: Silvia Díez Sastre, ‘La tutela de los licitadores en la adjudicación de 
contratos públicos’, Madrid, Marcial Pons, 2012”, Revista digital de Derecho Administrativo, n.º 
8, 2012, pp. 16-166.
8 Aun cuando la jurisprudencia en ocasiones ha concebido dichos gastos como el costo de opor-
tunidad del oferente para presentar la propuesta; cfr. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Tercera. Sentencias del 27 de noviembre de 2002, C.P.: María Elena 
Giraldo Gómez, exp. 1.792, y del 20 de febrero de 200, C.P.: Ricardo Hoyos Duque, exp. 1.107.
9 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 15 de 
junio de 2000, C.P.: Ricardo Hoyos Duque, exp. 10.96.
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que, más allá de que el particular entienda que los gastos en que incurre 
son una “inversión” frente al futuro negocio que se le adjudicaría, no deja 
de ser una lesión concreta sobre el patrimonio del oferente, quien realizó 
dicha “inversión” confiando en que podría ganar o perder en el procedi-
miento de selección, pero bajo unos supuestos previamente determinados 
en el pliego de condiciones y no de manera abrupta como sucedería en el 
caso del presente estudio.
– Ahora bien, situación crítica se presenta frente a quien estaba en el 
primer orden de elegibilidad después del informe de evaluación y demuestra 
tener la mejor oferta. En ese caso, si bien el informe de evaluación no con-
solida el derecho, en realidad es un insumo primordial para este, por lo que 
quien ostenta dicha posición tiene derecho a percibir una reparación por el 
daño emergente causado y el lucro cesante conforme al reconocimiento del 
100 % de la utilidad que recibiría con la ejecución del contrato, por ser un 
perjuicio cierto en la medida en que se espera que este valor sea el que se 
perciba en el alea normal de la ejecución0. 
En este aspecto tampoco existe claridad por parte del Consejo de Estado 
frente al monto de la indemnización, sin embargo, consideramos que el 100 
% de la utilidad que el proponente esperaba ganar es una cifra acorde en la 
medida en que es la única cifra cierta durante el procedimiento de selección 
que permite saber cuánto podría ganar el oferente si ejecutaba el contrato. 
Cualquier conjetura relacionada con la utilidad no siempre es la que se tiene 
en la oferta económica no es más que divagar respecto de circunstancias 
inciertas que nadie podría garantizar en la ejecución del contrato.
– Para finalizar, debe hacerse notar que la jurisprudencia vigente del 
Consejo de Estado no coincide con todas las apreciaciones que se han hecho 
en este apartado. Cuando analizó un caso concreto de la revocatoria de un 
acto de apertura indicó que lo indemnizable “se reduce al reconocimiento de 
los gastos en que incurrió el oferente en la elaboración y en la presentación 
de la propuesta y a la pérdida de oportunidad de haber celebrado y ejecu-
tado otro contrato, perjuicios éstos que tienen relación con la terminación 
0 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. Sentencia del 9 de 
diciembre de 1988, C.P.: Carlos Betancur Jaramillo, exp. .528 y Consejo de Estado. Sentencia del 
27 de noviembre de 2002, exp. 1.792, cit. Criterio diferente se encuentra plasmado en algunos 
fallos del Consejo de Estado argumentando que no existe certeza respecto de la cuantía a percibir 
por el contratista por utilidad, por lo que se acude a la equidad; cfr. Consejo de Estado. Sentencia 
del 12 de abril de 1999, exp. 11., cit.
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anormal del proceso de escogencia, pues al revocarse el acto de apertura 
del proceso de selección, por exclusiva voluntad de la entidad pública, se 
eliminó la legítima expectativa que tenían los oferentes de que el proceso 
de selección continuara, y ello es un hecho que desconoce la buena fe y la 
confianza legítima que debe gobernar el iter contractual”1.
c on c l s i o n e s
La revocatoria directa del acto administrativo de apertura es una herramienta 
instaurada por el reglamento como una forma de la Administración Pública 
para corregir los errores sustanciales de los estudios previos que encuentre 
durante el trámite de un procedimiento de selección que, si bien se configura 
en una actividad lícita, causa un perjuicio sobre los oferentes reconocidos 
en el procedimiento.
El planteamiento antes señalado abre la compuerta para el debate sobre 
las posibles reparaciones, así como sobre la esencia misma de la reparación 
de acuerdo con los momentos fijados.
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